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FALLO

como la ahora promovida, que carece de los presupuestos necesarios
para alcanzar su fin: Y lo mismo ha de decirse en 10 referente al supuesto
quebranto del derecho al Juez predeterminado por la ley, que consistiria,
a juicio de los recurrentes, en la falta de Idoneidad de los Jueces
interinos para conocer de los asuntos sometidos a su jurisdicción; a ello
debemos añadir, conforme a lo declarado en ~l Auto 986/1988, de 12 de
septiembre, recaído en el recurso de amparo 982/1987, en el que uno de
los ahora demandantes denu.nciaba la conculcación de ese último
derecho constitucional, que éstos y las Corporaciones que representan
no pueden defender en este proceso de amparo constitucional, en
nombre propio, derechos fundamentales que corresponden a los justifi.
cables y cuya eventual violación no les afecta específicamente en tanto
que Corporaciones representativas de los intereses profesionales de sus
miembros.

Esa «nueva legislaciÓn» canaria en materia de aguas es justamente la
Ley del Parlamento de Canarias 10/1987, de 5 de mayo, que fue
publicada en el «Boletin Oficial de Canarias>>> y en el «Boletín Oficial del
Estado» de los dias 22 y 27 de mayo de 1987, respectivamente.

La Disposición adicional primera de dicha Ley canaria declaró
asimismo que «en lo no regulado por lá presente Ley se aplicará como
Decreto supletorio la legislación del Estado y, particularmente, la Ley
29/1985, de 2 de agosto. Dicha Ley será de aplicación directa en los
articulas que definen el dominio público hidráulico estatal o que
suponen una modificación o derogación de preceptos contenidos en el
Código Civil»; mientras que la Disposición final tercera de la misma Ley
precisó Que «la presente Ley entrará en vigor el dia 1 de julio de 1987».

No obstante,.la posterior Ley del Parlamento de Canarias 14/1987,
de 29 de diciembre, que ahora se impugna en su totalidad, con la
excepción. de su Disposición adicional, ha venido a disponer en su
articulo único Que «1a disposición final 'tercera de la Ley Territorial
10/1987, de 5 de mayo, de Aguas, queda redactada en los siguientes
términos: "Dispo~ición final tercera: La presente Ley entrará en vigor el
día 1 de julio 'de 1989". Asimismo, la Disposición transitoria de dicha
Ley 14/1987 ha establecido Que <dos derechos individuales adquiridos al
amparo de la Ley Territorial lO/1987, de 5 de mayo, que se encuentren
eventualmente consolidados ante la Administración, serán indemniza­
dos en los ténninos previstos. en la Ley de Expropiación Forzosa de 16
de diciembre de 1954». Y, por último, en su Disposición final se añade
que «lo dispuesto en la presente Ley se aplicará con efecto retroactivo
al día 5 de m~yo de 1987».

. En el primer párrafo del Preámbulo de la Ley que se recurre, ésta se
justifica en que «la circunstancia de Que la validez de la Lev estatal
29/1985. de 2 de agosto, de Aguas, esté sometida a la decisión del
Tribunal Constitucional como consecuencia de la interposición de un
recurso de inconstitucionalidad por Diputados del Grupo Parlamentario
Popular, especialmente en lo que se refiere a la competencia del Estado
para imponer !a,calificación de dominio público estatal a las aguas
canarias, aconseja posponer, con erecto retroactivo, la entrada en vigor
de la Ley Territorial lO/l987, de 5 de mayo, vinculada en su integridad
a la citada declaración demanial, para evitar la consolidación de
situaciones y derechos de compleja liquidación en el caso de que no
prevaleciera el carácter público de las aguas»».

b) El Abogado del Estado señala la necesidad de precisar, con
carácter previo, el sentido de los preceptos recurridos, para lo cual
comienza recordando la existencia en las islas Canarias de un régimen
hidráulico especial, constituido principalmente por la Ley 59/1962, de
24 de diciembre, 't su Reglamento, aprobado por Decreto 43/1965, de
14 de enero. Régimen especial que, por su propia realidad fisica del
archipiélago, presentaba su mayor peculiaridad en la regulación de los
alumbramientos de aguas subterráneas, los cuales, de acuerdo con el
Código Civil y la Ley de Aguas de 1879, podian ser de dominio privado,
siendo por ello evidente la singular trascendencia.que para Canarias iba
a presentar la aprobación de la Ley estatal 2911985. de Aguas, integrando
a dichas aguas en el dominio público hidráulico estatal [arts. 2 d) Y
concordantes].

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a quince de marzo de mil novecientos
noventa.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando Garcia-Mon y. Gonzá­
lez·Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Vllla.-Luis
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmados y rubricados.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Pleno. Sentencia 46/1990. de 15 de marzo. Recursos de
inconstitucionaJidad 573/1988 y, 1.591/1989 (acumulados).
Promovidos por el Presidente del ·Gobierno de la NaciÓn
contra determinados preceptos de la Ley del Parlamento de
Canarias 14/1987, de 29 de diciembre. y'contra la Ley del
Parlamento de Canarias 6/1989, de 22 de mayo.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente, don
Antonio Truyol Serra, don Fernando Garcia-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Eugenio Diaz Eimil, don Jesús
Leguina Villa, don Luis López Guerra. don José Luis de los Mozos y de
los Mozos, don Alvaro Rodriguez Bereijo y don Vicente Gimeno
Sendra, Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

En los recursos de inconstitucionalidad acumulados núms. 573/1988
y 1.591/1989, promovidos por el Presidente del Gobierno de la Nación,
respectivamente, contra detenninados preceptos de la Ley del Parla­
mento de Canarias 14/1987, de 29 de diciembre, y contra la Ley del
Parl~mento de Canarias 6/1989, de 22 de mayo. Han comparecido el
Gobler:no y el ~arlamento de Can.arias, y ha sido Ponente el Magistrado
don Vicente Glmeno Sendra, (lUlen expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. El 28 de marzo de 1988 tuvo entrada en el Registro General de
este -r:ribunal un escrito,procedente del Juzgado de Guardia de los de
~adnd, en donde fue present<tdo el día 25 del mismo mes y' año, en
vtrtuddel ~ual el Abogado del Estado, en representación del Presidente
del Gobierno, formuló recurso de ¡nconstitucionalidad contra la Ley del
Parlamento de Canarias 14/1987, de 29 de diciembre, con excepción de
su Disposición adicional, invocando a tal efecto el arto 161.2 de la
Constitución.

2. El recurso se fundamenta en las siguientes alegaciones:

a) La Disposición adicional tercera de la Ley estatal 29f1985, de 2
de agost~, de Aguas, estableció que «esta Ley no producirá efectos
derC?gat,onos respecto d~ la legislación que actualmente se aplica en el
temtono de la Comumdad Autónoma de Canarias, que subsistirá en
tan~o ~sta no diete su propia legislación», añadiendo que «serán de
aplicaCión, en todo caso, en dicha Comunidad Autónoma, a partir de la
entrada en vigor de su nueva legislación, los articulas de esta Ley que
definen el dominio público hidráulico estatal 't aquellos que supongan
una. modi.fi'?lción o derogación de las dispOSiciones contenidas en el
CódIgo Civlb». . .

la siguiente

EN NOMBRE DEL REY

acuerdo con los porcentajes aportados por los recurrentes, la diferencia
Que aducen no es tan significativa como para ofrecer indicios de que se
haya ocasionado una situación discriminatoria por falta de proporciona­
lidad. Lo' que ocurre, es que. como la propia demanda pone de
manifiesto, a la relativamente menor dotación de plazas que se alega se
suma otro problema distinto, cual es el de que muchas de las existentes
se hallan frecuentemente vacantes en el País Vasco, debiendo ser
desempeñadas por sustitutos o interinos. Pero este último es un
problema que dificilmente puede achacarse directamente a los poderes
públicos, y mucho menos al Gobierno, Que no es competente para la
provisión de destinos. En consecuencia, aun cuando incumba a aquél y
a otros poderes públicos hacer el esfuerzo necesario para subvenir a las
excepcionales circunstancias concurrentes en el caso, es evidente, que no
cabe anudar la pretendida y no probada infracción del arto 14 de la
Constitución al hecho de que el Consejo de Ministros no atendiera la
solicitud de los demandantes que ha dado lugar a este proceso de
amparo.

6. Por razones en buena parte coincidentes, es obligado que
desestimemos también las alegaciones que imputan la lesión del derecho
a un proceso con todas las garantías 't sin dilaciones indebidas a la
menci?nada conducta omisiva del Gobierno. No es dudoso que, como
ya se ha -dicho, la falta de medios personales y materiales de la
Administración de Justicia, que es un problema ,enera! y no exclusivo
del País Vasco, puede eventualmente producir Situaciones de indefen·
sión y.'menoscabo de las garantías proclamadas en el arto 24.2 de la
Constitución. Pero será con ocasión de cada lesión concreta y efectiva­
mente producida cuando podrá pedirse el amparo, al?arte de que puedan
utilizarse también otros remedIOS que el ordenamiento prevé para la
reparación de las consecuencias lesivas del funcionamiento anormal de
la Administración de Justicia. No es aceptable, en cambio; una queja
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No obstante. según la Disposición adicional tercera de la propia Ley
estatal de Aguas, ésta queda privada aparentemente de eficacia derogato­
ria frente 3. la referida legislación hidráulica especial para Canarias, ya que
establece que esa legislación subsistirá en tanto la Comunidad Autónoma
de Canarias no diete «su piOpia legislación» en uso de las competencias
que le atribuye el art. 34 A).2 de su Estatuto de Autonomía, en relación
con el arto 35 a) del propio Estatuto y el arto I b)- de la Ley Orgáni­
ca 11/1982, de 10 de agosto. .

Ahora bien. el párrafo 2 de la Disposición adicional tercera que se
examina evidencia que la aparente privación de la fuerza activa
inherente en principio a la Ley estatal de Aguas no es total, ni
pennanente, ya que los artículos de esta Ley que definen el dominio
público hidráulico o que suponen modificación o derogación de disposi­
ciones del Código Civil entrarán en vigor sumultáneamentecon la
entrada en vigor de la nueva legislación hidráulica autonómica.

Sobre este extremo, estima el Abogado del Estado Q.ue de nin~una
manera puede interpretarse este párrafo 2 de la DiSpOSIción adiCIOnal
tercera de la Ley estatal de Aguas en el sentido de que el .legislador
nacional haya dejado al completo libre arbitrio del legislador canario la
entrada en vigor de ciertos preceptos de una ley estatal. Y es que la
vigencia de las nonnas que el legislador nacional dicta -dentro de sus
competencias constituciona1es- para su inmediata y directa aplicación
en toda España no puede quedar subordinada al cambiante juicio del
legislador autonómico, porque eso supondria que el representante del
pueblo español, en el que reside la soberanía (arts. 1.2 y 66.1 de la
ConstituClón) se someterla al órgano representativo de una pane de ese
mismo pueblo (art. 8.1 E.A.c.).

Por ello, la interpretación más plausible del párrafo 2 de la
Disposición adicional tercera ha de ser muy distinta. El legislador
nacional ha prete,ndido que el comienzo de la vigencia en Canarias de
los más esenciales preceptos de la Ley 29/1985, de Aguas, coincida con
la entrada en vigor de una legislación autonómica de nueva planta en la
misma materia, de manera que producido este evento, la entrada en
vigor de detenninados preceptos de aquélla -los que definen el,dominio
público hidráulico y los que modifican o derogan preceptos del Códi$o
Civil- resulta definitiva e irrevocable. Es decir, ellegisladot' canano
podrá posterionnente modificar e incluso derogar esa legislación propia,
pero la vigencia de las señaladas normas de la Lev estatal es ya
Irreversible. . .

Con esta interpretación, la Disposición adicional tercera de la Ley
estatal de Aguas resulta plenamente congruente con el tenor literal de la
Disposición adicional primera, 1, de la Ley canaria 10/1987, de As,uas.
y enJanzando esta última con la DisposicIón final tercera de la misma
Ley autonómica, se impone la evidente conclusión de que el día 1 de
julio de 1987 se prodUjO la entrada en vigor de dicha Ley -y con ello,
simultáneamente, la entrada en vigor en Canarias de los preceptos
correspondientes de la Ley estatal de Aguas.

Además, es decisivo advertir que la entrada en vigor de la Ley
canaria 10/1987 se produjo en fuerza de una determinación libre del
legislador autonómico, mientras que el contemporáneo comienzo de la
vigencia en Canarias de los preceptos de la Ley estatal de Aguas se
produjo, no por decisión del legislador canario, sino en razón de lo
dispuesto por las Cortes Generales en la propia Disposición adicional
tercera. En definitiva, _la opción del órgano legislativo autonómico
fijando la entrada en vIgor de su Ley elide julio de 1987 es sólo un
elemento del supuesto de hecho para la vigencta en Canarias de ciertos
preceptos de la Ley estatal, tal y como soberanamente lo quisieron las
Cortes Generales.

e) La finalidad que pretende alcanzar el articulo único, en relación
con la Disposición final, ambos de la Ley canaria r4/1987 que se
impugna, no es otro -tal como, además, se declara abiertamente en el
primer párrafo de su Preámbulo- que, hasta elIde julio de 1989. sigan
sin regir en Canarias los preceptos de la Ley estatal de Aguas relativos
a la definición del dominio público hidráulico [entre otros, arts. 2 c)
y 18] Yaquellos que modifican o derogan normas del Código Civil. O
dicho de otra manera. el efecto pretendido es exactamente el mismo que
si hubiera quedado en suspenso la vigencia del segundo' párrafo de la
Disposición adicional tercera de la Ley estatal de Aguas a partir del día
5 de mayo de 1987, que es la fecha de promulgación de la Ley canaria
de Aguas 10/1987 hasta la que -innecesariamente, por lo demás, pues
hubiera «bastado)) con retrotraer al 1 de julio de 1987, que fue la fecha
en que dicha Ley dispuso su propia entrada en vigor- la Disposición
final de la Ley ahora recurrida lleva la retroacción.

Pues bien, el legislador canario carece de competencia para dietar
una Ley cuyo efecto práctico es el de suspender la vigencia de un
precepto dictado por las Cortes Gen~rales dentro de la esfera de
cornpetencia que le asigna la Constitución, siendo, por tanto, inconstitu­
cionales v nulos el artículo único y la Disposición final de la Ley cana­
ria 14(1987 aqtli recunida, ·a la vez que contrarios al principio de
seguridad jundica consagrado en el arto 9.3 de- la ConstituCIón.

d) Tras recordar que, según la STC 37/1987 (fundamento jun·
dico 8.°), el fraude de Ley que regula elart. 6.4 del Código Civil no es
una insti~ución exclusivamente CIvil, sino que «es aplicable a todo el
ordena~llento», afinna el Abogado del Estado que los preceptos impug­
nados nenen un resultado objetivamente defraudatorio, siendo la norma
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defraudada el párrafo 2 de la Disposición adicional tercera de la Ley
estatal de Aguas y operando como nonnas de cobertura para el fraude
los arts. 12 a) y 34 A).2 del Estatuto de Autonomía de Canarias, en
relación con los arts. 35 a) del propio Estatuto y el 1 b) de la Ley
Orgánica 11/1982, de 10 de agosto.

El acto fraudulento es acto nulo, porque las normas de cobertura
rectamente interpretadas no dan base jurídica para realizarlo y el
legislador canario carece de competencia para dictarlo vaIidameJ;1te.

En efecto, el párrafo 2 de la Disposición adicional tercera de la Ley
estatal de Aguas ha sido dietado al amparo dedos competencias estatales
concurrentes: las previstas en el núm. 22 del arto 149.1 de la Constitu­
ción, por ser un precepto del derecho de aguas, y en el núm. 8 del'
mismo artículo, en cuanto que se trata de una previsión c;.ue incorpora
una regla relativa a la aplicación y eficacia de las normas jurldicas.

Una vez vigentes en Canarias detenninados I?receptos de la Ley
estatal de Aguas, su vigencia es ya irreversible e lOdisponible para el
legislador canario, siendo éste incompetente para dictar normas que la
alteren, no pudiendo, por tanto, suspende~, interrumpir o hacer cesar la
vigencia y directa aplicación en Canarias de las tan repetida!> normas de
la Ley estatal.

Para que una norma dictada en la esfera de su competenc:i... por un
legislador autonómico pueda suspender o hacer cesar la vigel1C'ia de otra
norma dictada· por las Cortes Generales con pleno respétc a: orden
constitucional de competencias, es necesario que exista una ba~e precisa
y finne en la Constitución o, al menos, en el bloque de constitueionali·
dad. Sin embargo, no es este el caso, ya que ni la Constitución, ni el
arto 34 A).2 del Estatuto de Autonomía de Canarias, dan cobertura
alguna a la asignación de tan excepcional efecto a la norma 1cgis!ativa
canaria. Antes bien, la suspensión, interrupción o cesación de la vigencia
de las normas de la Ley estatal de Aguas a que se refiere la Disposición
adicional tercera, 2, de la misma, una vez iniciada, sólo puede producirla
el propio legislador estatal o, dándose los requisitos constitucionales,
una nonna estatal con fuerza activa de Ley. Por ello, el legislador
canario ha rebasado manifiestamente su competencia y vulnerado así las
competencias estatales que dan amparo al párrafo 2 de la referida
Disposición adicional tercera. En suma, ha vulnerado el arto 149.1 de la
Constitución. en sus apartado.s 8 y 22.

e) En cuanto a la infracción del principio de seguridad jurídica, tras
citar las SSTC 116/1987 y 147/1986, afinna el Abofado del Estado que
el artículo único de la Ley que se impugna vulnera e señalado principio,
consagrado en el arto 9.3 de la Constitución. que postula la exigencia de
certeza y previsibilidad del Derecho y confianza en la racionalidad del
legislador. A una noción correcta de ordenamiento jundico es inherente
su carácter evolutivo, pero esta evolución ha de producirse dentro de
una continuidad. Quiere con ello decirse que lo que contraviene a la
seguridad juridica en el aspecto de certeza y confianza derivado de la
continuidad y ordenada evolución del ordenamiento, es que la lex
posterior pretenda regular una situación como si la lex prior no hubiera
existido, .es decir, con una privación retroactiva absoluta de la eficacia
constitutiva de la norma anterior; privación tan absoluta 'que pretenda
lograr una situación igual a la que se habrla producido si nunca se
hubiera dietado la !ex pri,-,r. Pero esta utópica reversibilidad perfecta
está prohibida por la seguridad jurídica, ya que, si se le concediera
derecho a existir, quedaría radicalmente desprotegida la confianza en el
ordenamiento. Nadie podría tener la más mínima seguridad -al tomar
una decisión confiando en lo que la Ley vigente prescribe en ese
momento- de que ellegisladoT posterior no la nulificaría condenándola
retroactivamente al más completo no ser, a la absoluta irrelevancia. En
este sentido, podría decirse que también en la sucesión de normas debe
operar, como exigencia mímma de la seguridad juridica, la vieja regla
lacta pro infectis laberi non possunt (lo hecho no puede conMderarse
como si no hubiera sido hecho).

Pues bien. la trascendencia de] artículo único de la Ley canaria
14/1987, en conexión con su Disposición final es justamen\:< ~ta: al
modificar la redacción de la Disposición final de la anterior Ley canaria
10/1987. sustituyendo el dies a quo de su vigencia (l de julio de 1987)
por el mismo día y mes, pero de 'do:. años después, y dar luego a esta
iUIlodificacióD» efecto retroactivo hasta el día 5 de mayo de 1987 (que
es ('1 día de promulgación de la referida Ley 10/1987), Sf" intenta
nulificar, hacer desaparecer de raíz, como si nunca hubiera :;ucedido, el
hecho de que el dia 1 de julio de 1987 entraron en vigor en Canrttias los
preceptos de la. Ley estatal de A~uas a los que se refiere 1.a propia
Disposición adicional tercera de ·dIcha Ley. La confianza vulm·;ada es
justamente la del destinat:1rio de estos preceptos de la Ley (;s!atal de
Aguas; confianza· consistente en que los mismos habían entrad.:: ya en
vigor en Canarias y que, en adelante, deberian gobernar su con:1~cra de
acuerdo con elJos, a menos que una decisión posterior de :~;, =ortes'
Generales suspendiera, imerrumpiera. alterara o pusiera "i,; <~ esa
vigencia.

Añade el Abogado del Estado que una reflexión sobrt" <:J ~':'. :. i. del
Código Civil corrobora la tesis expuesta, ya que, si bien una ~~·.l':f"Ven­
ción posterior del legislador puede- suspender, interrumpir .:: ¡I,¡ ··3f de
vigencia a una ley, lo que nO cabe es que, mediante esa ~nter·~:lc.ión

posterior, pretenda eliminar de raíz la entrada en vigo~' ;,.'rü:úiva,
creando la ficción de que nunca hubo entrada en vigor. El futuro de

!
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mandat9 empleado por el.art. 2.1 del Código Civil-las reyes «entrarán
en vigor»-, alcanza a connotar que lo que una vez entró en vigor, entró
efectiv~ente en vigor, y que,.aunq,ue sea posible. UM ip.te~e!1ción
legislatlva futura que afecte a la VIgencIa, nunca puede llegar a elImmarla
o a «desCfj)nocerla». Este resultado hennenéutlco se obtiene interpre~
tanda el arto 2.1 del Código Civil a la luz de los principios del Estado.
de Derecho y de seguridad jurídica (arts. 1.1 y 9.3 de la Constitución),
de manera,que el legislador canario no puede intentar borrar drástica,.
mente el medio añade vigencia de la Ley estatal de Aguas y, sobre todo,
no puede eliminar retroactivamente la entrada en vigor en canarias de
las normas de dicha Ley estatal que, de acuerdo con 10 dispuesto en ~u
propia Oisposición adicional tercera 2; definen el domlOio público
hidráulico y/o que modifican o derogan disposiciones del Código Civi1.

f) También incurre en inconstitucionalidad la Disposición transito­
ria d~ la Ley que se ,impugna, y ello, 'no sólo por necesaria conexión o
concurrencia con los igualmente _inconstitucionales y nulos artículos
único y Disposición final de la misma Ley (art. 39.1 de la LOTC), sino
por vulnerar la garantía constitucional expropiatoria y la competencia
estatal de legislación sobre expropiación (arts, .33.3 y 149.1, 18.A, de la
Constitución, respectivamente).

Elies$8 Disposición transitoria, el -legislador canario no· 'se ha
limitado a, establecer, una causa expropiandi, es decir, a declarar la
utilidad pública o el interés social _...10 que, según la _STC 37/1987
(fundamento juridic06.0) puede corresponder a las Comunidades
Autónomas-, sino que ha pretendido declarar extintos ciertos Clerechos,
previendo al respecto simplemente que se indemnicen, 10 que constituye
un modo de privación singular según el arto 1 de la Ley de Expropiación
Fono~. .

Nos encontramos,' pues, ante una expropiación legislativa -ya que
carecería de sentido, en caso contrario,.la indemnización que se prevé­
que, sin embargo, resultq, inconstitucional por varias 'razot,les.

En primer lugar, porque nin~una Comunidad Autónoma puede
consumar expropiaciones legislativas, dado que tan singular tipo de
expropiación que restringe por razón de la forma de Ley lasposibilida­
des defensivas del expropiado, debe entenderse reservado al Estado, que,
además, s4Jo podrá recurrir a el por graves razones de interés general.
Por lo-demás, el arto l49.1.18.a de la Consti:tución reserva al Estado la
legislaéión)sobre expropiación forzos14 por lo que la competencia estatal
incluye tanto la legislación general de expropiación como las leyes
expropiatorias singulares, En con$CCuencia, al expropiar ope legis. la
Disposición transitoria de la Ley recurrida viola la competencia estatal
reseñada.

En segundo lugar, la expropiación así prevista menoscaba· las
garantías del art. 33.3 de la ConstItución, tal y como las ha interpretado
la STC 166/1986 (fundamento jurídico 13), dado que, por lo ·que
respecta a la causa expropiandi,- la Disposicion no menciona la ~(especí­
fica finalidad de utilidad pública o interés general» que habría de
apoyarse «en, un supuesto de hecho singular y excepcional que guarde
adecuación, igualmente singular y excepcional, con las expropiaciones
legislativas». Y, de otra parte, tampoco,se han determinado rigurosa­
mente los derechos que se expropian. La redacción utilizada, «derechos
individuales adquiridos al amparo de la Ley Territorial 10/1987, de 5 de
mayo;qu~seencuentren eventualmente consolidados ante la Adrninis­
tración», CJlrece de lada precisión para vincular a, la Administración en
la identificación de los derechos sacrificados que debe indemnizarse. Se
utilizan, por tanto; conceptos indeterminados -«eventualidad», «canso­
lidación», para apreciar que es:'J qué no es un «derecho' individual
adquirido al amparo...», etc.-que carecen de la exigible fuerza constric­
tiva del ulterior actuar administrativo.

g) _ En definitiva, para el Abogado del Estado, de la Ley canaria
14/1987 sólo puede sobrevivir su Disposición adicional, por lo que
concluye suplicando de este Tribunal Constitucional dicte sentencia
declarando- inconstitucionales y nulos el articulo y las dos disposiciones
recurridas, así. como que, de acuerdo con el invocado arto 161.2 de la
Constitución, se declare suspen~ida -la vigencia de las mismas,

3;' La:5ección PIjmera de este Tribunal Constitucional. por provi­
dencia' de' 6' de' abril de 1988, acordó admitir' a _trámite .el recurso de
inconS;titucionalidad y dar traslado de la demanda y docum'entQs
presentadqs al Congreso y al Senado, así como al Gobierno y al
Parlamento de Canarias, por conducto de sus respectivos Presidentes, al
objeto de que, en el plazo de quince dias. pudieran personarse en el
procedimiento y formular las alegaciones que estirriasen convenientes.
Igualmente acordó tener por invocado por el Presidente del.Gobierno
el arto 161.2 de la Constitución y publicar la incoación del recurso y'la
suspensión de la vigencia y aplicación de los preceptos de la Ley
impugnados desde la fecha de fonnalización del recurso. .

4. Mediante escrito que IUVO entrada en este Tribunal el día 14 de
abril de 1988, el Presidente del Congreso de-los Diputados comunicó
que, ¡Y.>r Acuerdo de la Mesa de la Cámara, el Con$feso no se personará
en el procedimiento ni formulará alegaciones, poOlendo, no obstante, a
disposición del Tribunal las actuaciones de la Cámara que pueda
precisar.

Por su parte, en escrito presentado el 25 de abril de 1988, el
Presider.te del Senado rogó se tuviera por personada a la Cámara en el
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procedimiento y por ofrecida su colaboración a los efectos del art. 88.1
de la LOTe. .

S. 'Prorrogado por providencia de 25 de abril de 1988 -el inicial
plazo concedido para formular alegaciones, mediante escrito presentado
en el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Las Palmas de Gran Canaria el
día 9 de mayo de 1988 y registrado en este Tribunal Constitucional el
día 16 de mayo siguiente, don Javier Varona Gómez-Acedo, en
representación del Gobierno de Canarias, formuló, en oposición al
recurso de inconstitucionalidad planteado, las siguientes alegaciones:

a) El primero y más trascendente de los motivos de inconstitucio­
nalidad formulados se cenlra; no en el tenor literal de los l?receptos
impugnados, sino en la intención que el Letrado del Estado atnbuye «al
sentido del intento ·del Legislador canario». Según esa «adivinada
intención», los preceptos recutTidossupondrían un intento de que en
la CA.C. ,no fuesen de aplicación los preceptos de la Ley estatal
29/1985, de 2 de agosto, de Aguas, 't tal intencióri, a la que se califica
de fraudulenta, incurriria en inconstltucionalidad por carecer el legisla­
dor canario de competencias para suspender la vigencia de un precepto
dietado por las Cortes Generales en la esfera de sus competencias.

No -obstante, la razón últirria del recurso se basa, aunque no se
razone, en la afirmación de la plena constitucionalidad de la Disposición
adicional tercera de la Ley estatal de Aguas, pero lo cierto es que ello no
puede compartirse, con lo que, siendo inconstitucional el párrafo 2 de
la referida Disposición adiclOnal tercera, el presente recurso carece de
base jurídica.

Tras afirmar, y razonar, la p'rocedencia procesal de alegar la
inconstitucionalidad de la DisposiCIón adicional tercera de la Ley estatal
de Aguas con ocasión del presente recurso, diversos son los fundamentos
materiales que avalan la imputación de inconstitucionalidad que se
fonnula. -

Nuestro sistema constitucional de distribución de competencias en
materia de aguas distingue dos conceptos distintos, el aprovechamiento de
las aguas y el régimen de las aguas minerales y termales (art 148.1.1O.o de
la Constitución) y la le~slación o regulación de los propios recursos (art.
149.1.22.1 de la Constitución), recogiéndose tal distinción en todos los
Estatutos de Autonomía. No obstante, en este ultimo caso, del propio
tenor del art. 149.l.22.a de la Constitución claramente se desprende que
la competencia del Estado no es exclusiva. ya que la' misma puede ser
objeto de asunción por las Comunidades Autónomas cuando las aguas
discurren unicamente por el ámbito territorial de la propia Comunidad.
Así se ha previsto en diversos Estatutos de Autonomía, declarando la
competencia exclusiva de las Comunidades respectivas respecto a las
aguas que discurran exclusi.vamente en su territorio (art. 10.11 E.A.P.V.;
arto .9.16 E.A.C; arto 27.14 E.A.O.; arto 13.12 E.A.A.), mientras que en
otros Estatutos, en general, la fórmula seguida es la de Que los Estatutos
declaren que las mismas podrán asumir determinadas competencias en
los términos previstos en el propio Estatuto, y, concretamente, mediante
la ampliación de competencias segun el propio art. 148.2, o median1e los
procedimientos previstos en el' arto rso, ambos de la 'Constitución.
Alternativa ésta que, a mayor abundamiento, demuestra inequívoca­
mente _que no se trata de competencias exclusivas y necesarias del
Estado, al 'corresponderle las mismas en este caso, no por imperativo
constitucional, sino exclusivamente por virtud de la cláusula residual
del arto 149.3.

Dentro de este marco general, las competencias de la CA.e. en
materia de aguas quedan concretadas en los arts. 29.6 y 34 A).2, de su
Estatuto. Este último artículo se refiere a todos los recursos posibles y
no sólo a parte de ellos y, a la vez, atribuye la competencia sin ningún
limite, mientras que en los demás Estatutos existe siempre el límite
fijado por el art: l49.1.22.a de la Constitución, bien por remisión
expresa, bien por limitar la competencia a los recursos que transcurran
únicamente por el territorio de la propia Comunidad. Tal circunstancia
resulta, por lo demás, lógica, puesto Que ese -y unico-límite constitucio­
nal no puede darse en la CA.e. por su insularidad y alejamiento del
resto del territorio españoL

Pues bien, sobre estas premisas, y conforme a ia previsión del art. 35
del propio E.A.C., se dictó la Ley'Orgánica 11/1982, de transferencias
complementarias a ~anarias, -por lo que del juego de tales normas,
la CA.C tiene atribuida la competencia legislativa sobre toda clase de
recursos acuíferos.

El Estado no dispone, pues, de título competencial para dictar la
Disposición adicional tercera de la Ley estatal -de Aguas referida a
la C.A.C, sin que pueda invocarse para sup.tir esa falta de título el
arto 149.1, B.a, de la Constitución. La atnbución al Estado de la
competencia exclusiva en la «legislación civil» no puede entenderse
como optativa a que las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de·sus
respectivas competencias específicas, no puedan incidir en la delimita­
ción concreta del derecho de propiedad, tal como ha precisado ya la STC
37/1987 (fundamento juridico 8). En suma, la sustracción del tráfico
juridico privado de determinados bienes en atención a su marcado
IOterés social y, por lo tanto. su definición como dominio público, es
cabalmenle consecuencia del ejercicio de potestades admmistrativas
atribuidas a los diversos poderes territoriales del Estado en función de
sus competencias especificas. de manera Que ha de convenirse que la
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CA.C., titular de la competencia específica sobre los recursos hidráuli·
. cos, es asimismo competente para definir el régimen jurídico de los
mismos y decidir su demanialidad. . -

De otra parte, la ¡nconstitucionalidad de. la Disposición adicional
tercera de la Ley estatal de Aguas tam~oco puede enervarsemediante la
invocación del arto 132.2 de la ConstItución. ya Que lo único que este
precepto hace es establecer una reserva de ley para la declaración de los
bienes que integran el dominio público. Si se admitiera la tesis de que
dicho precepto atribuye a las Cortes Generales la determinación de los
bienes que son del dominio público estatal, el Estado tendría competen,.
cia para declarar del dominio püblico estatal cualquier clase de bien.
siempre que fuese por Ley, con lo que podría dejar sin contenido a
competencias que. dentro del sistema constitucional de distribución
competencial. corresponden a las Comunidades Autónomas. Como ya
se dijera en la STC 58/1982, refiriéndose al apartado 3 del art'. 132 de
la Constitución, este precepto no es- una norma atributiva de competen­
cia, por lo que no puede admitirse que la competencia para regular las,
aguas pueda basarse en el art 132 de la Constitución por el mero hecho
de que las mismas se califiquen de dominio público, sino, que la
competencia para su regulación debe derivar de un título especifico.
Título del que en esta materia, y en relación a Canarias, carece el Estado.

Por lo demás -añade el Abogado del Gobiemo,de Canarias-,no hay
razón alguna para imponer en las islas Canarias, dadas sus peculiares
circunstsncias, un régimen de las aguas idéntic.9 al del territorio
peninsular, lo que tradiciona:Jmente' se ha reflejado en la existencia de
una regulación específica _de las aguas. _

En consecuencia, la conclusión no puede ser otra que la inconstitu­
cionalidad del párrafo 2 de la Disposición adicional tercera de la Ley
estatal 29/1985, de Aguas, por carecer el Estado de .competencias en la
materia que legitimen la limitación impuesta al Parlamento de Canarias.

b) . Para el supuesto que no fuera estimado el motivo de inconstitu,­
cionalidad señalado, debe tenerse en cuenta que el recurso es, en
ténninos procesales, _inadmisible. .

La pretendida inconstitucionalidad de los .pre.ceptos. impugnados se
basa en. la particular interpretación que el Letrado del Estado hace de la
intención del legislador canario. Sucede, sin embargo, que esa interpreta­
ción, que luego se concreta en la detenninación de qué normas son
aplicables en la materia una vez que, en virtud de. la Ley objeto del
recurso, ha quedado aplazada la entrada en vigor de la anterior Ley
canaria 10/1987, es una cuestión inmersa en el ámbito de la interpreta­
ción y aplicación de la legislación ordinaria que competerá a los órganos
de la Administración y, en ultima instancia, a los Tribunales ordinarios,
pero que, desde luego, no corresponde al Tribunal Constitucional
(STC de 23 de marzo de 1988, fundamento jurídico 14). Del Tribunal
Constitucional puede recabarse, en fin. el jUicIO de constitucionalidad de
las disposiciones contenidas en la Ley, pero no el juicio sobre las
intenciones hermenéuticas que se atribuyen al legislador.

y de-otra pane. tampoco puede sostenerse la ¡nconstitucionalidad en
razón de violaciones competenciales, ya que las Leyes de Cana­
rias 10/1987 y 14/1987 son ambas fruto de idéntico título l:ompetencial.
La misma competencia que avala la Ley 10/1987, de Aguas ~ra
Canarias, ha·de amparar su modificación, aplazamiento o derogaCIón.

e) En lo Que atañe ya al contenido sustantivo del recurso, en primer
lugar se tacha a la Ley 14/1987 de haber sido «adoptada en fraude de
Le}'», identificándose como norma -objetivamente- defraudada el
párrafo 2 de la Disposición adicional tercera de la Ley estatal de Agv.as.
Con ello se da por supuesto que la Ley estatal se impone a la Ley
autonómica y se sitúa la cuestión en el terreno del reparto de
competencias, alejándose así de la institución esgrimida del fraude
de ley.

Sin embargo, el contraste de las Le)'es estatal 29/1985 y canaria
14/1985, con la totalidad del ordenamiento, nos sitúa en el mundo del
ajuste del ordenamiento, en el que las leyes son nulas o válidas, o se
derogan o se excluyen entre si, pero en todo caso por su propia
virtualidad, sin que tenga sentido la acusación a una de ellas de ser
«objetivamente fraudulenta>~ con respecto a las demás. En este sentido,
bajo ningun supuesto puede una norma pretender efectivamente el
impedir la aplicación de otra correspondiente a un ámbito jurisdiccional
ajeno, ya que el sistema de fuentes del Derecho lo impide' automática­
mente. No cabe imputar, pues, ala Ley canaria 14/1987 m'persecución
de un resultado que, si no es válido, a todas luces 'es imposible; o lo que
es lo mismo, no hay modo de conseguir esa «Violación. efectiVa»
necesaria para predicar el fraude de ley, En suma, no cabe imponer a'una
pretendida «nonna defraudante», como medida represora del fraude, la
aplicación forzosa de la norma defraudada, pues ésta ha de aplicarse por
sí misma, por ser válida y estar legítimamente incorporada al ordena· ,
miento jurídico, sin que sea imagiDltble un «plus» de protección frente
a otra norma incompatible con ella y derivado de haber sido aprobada
en fraude la primera. "

Resulta. por tanto, rechazable en todos sus términos esta causa de
inconstitucionalidad.

d) La siguiente causa de inconstitucionalidad que se in.voca se
refiere a' la vulneración del principio de seguridad jurídica y .de la
retroactividad de las leyes coma~ado en el arto 9.3 de la Constitución.

Lo cierto es que la retroacuvidad en sus distintos grados, como
técnica legislativa que permite la aplicación de una norma a situaciones
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anteriores, de forma que su vigencia. material se anticipe a la vigencia
fonnal, es en nuestro ordenamiento constitucional una técnica aceptada
como nonnal para las leyes, salvo para las sancionadoras y las
restrictivas de derechos individuales. Pues bien, la Ley qu~ aquí se
examina no es ni 10 uno ni lo otro.. '

El Tribunal Constitucional [SSTC 20/1981 b .6/1983 (fundamento
juridico 3.'). 51/1985 (fundamento jurídico 7. ) Y 126/1.987 (funda­
mento jurídico 9.°)] considera no sólo legítima, sino tamblé~ po~lt1va,
la institución de la retroactividad de las leyes, en cuanto ImpIde la
congelación de situaciones que deben removerse, con el único condi­
cionante de que ello no implique efectos negativos o desfavorables que
afecten a derechos individuales. Condicionamiento, no obstante, que
se entiende de manera restrictiva, como lo evidencia la doctrina de
la STC 126/1987.

Además' supuestos como el aquí debatido, consistente en la modifi­
cación a posteriori de la fecha de entrada en vi~or de una Ley no han
faltado. Así sucedió con la Ley de 31 de dIciembre de 194? de
inscripción, división y redención de Censos en Catalufta, que habiendo
entrado en vigor a los veinte días de sU publicación, doce años más
tarde, por Ley de 26 de diciembre de 1957, fue modifica~~ la
Disposición final cuarta de dicha Ley, dándole nueva redacClon y
estableciendo que «la presente Ley entrará en vigor el mismo"díade su
publicación». De ese modo, doce aftas más tarde, se cambió retroactiva­
menteta fecha de entrada en vigor de la ley.. Más recientemente, el Real
Decreto-Iey 12jl979 dio nueva redacción a la Disposi'?ión final de la
Ley 70/1978, de 26 de diciembre, ya en vigor,flara difenr su entrada en
vigor hasta el l· de agosto de 1982. 0, por ejemplo, también el Real
Decreto-ley 6/1985 declara inaplicable en Canarias la derogación conte­
nida en la Disposición final segunda de la Ley 30/1985, de 2 de agosto.

En el supuesto que se impugna, la retroactividad aplicada, en
resumen, ni pueda tacharse de inconstitucional ni de atfpica,

De otra parte, afirma, asimismo, el Abogado del Estado que la Ley
recurrida vulnera el principio de seguridad jurídica por atacar a la
«certeza:J previsibilidad del Derecho» ra la «confianza en la 'racionali­
dad· del Derecho», pero, frente a tal teSIS, cabe señalar, que el principio
de seguridad jurídica no debe oponerse al de justicia, impidiendo la
necesaria transformación del· ordenamiento jurldico. El principio de
seguridad jurídica no puede; en efecto, erigirse en valor absóluto, por
cuanto darla lugar a la cóngelación det ordenamiento jurldico'existente,
siendo así que este debe responder a la realidad social de cada momento.
El propio Tribunal ConstItucional, en la STC 98/1985 (fundamento
jurídico 4.°), ya ha conocido del supuesto consistente en que la
aplicación de una Ley quede diferida en el tiempo, por necesidad de una
actividad intermedia, afirmando que nO se acierta a comprender qué
inseguridad puede existir, dado que, mientras la actividad intermedia no
se produzca, no hay posibles consecuencias jurídicas de las determina­
ciones de la Ley y lo único que sucede es que estas quedan aplazadas.
y es que el problema de regular las situaciones realmente existentes se
resuelve simplemente por aplicación del resto del ordenamiento, con lo
que la acusación de generarse inseguridad queda rotundamente recha·
zada.

e) Finalmente, la base de partida en que se sustenta la imputación
a la Disposición transitoria de violar la ~rantía constitucional expropia­
toria, resulta incorrecta. Sobre este partIcular debe tenerse en cúenla que
la Disposición transitoria en cuestión es el complemento nattiralde la
retroactividad, no previendo otra cosa que la indemnizacióh de los
posibles efectos negativos que toda medida legislativa adoptada retroae­
tivamente puede tener para los particulares. Es decir, se trata de prever
la responsabilidad en que puede incurrir el legislador y no de incorporar
mandato expropiatorio alguno.

Al respecto, la proximidad de las instituciones de la responsabilidad
del Estado y de la expropiación forzosa no debe llevar a su confusión,
ya que, mientras que toda expropiación tiene Que tener una causa de
utilidad pública o. interés social y se desarrolla a través de un
procedimiento fonnal, la responsabilidad se deriva del «funcionamiento
normal o anonnal de los servicios públicos» y surge por el hecho
objetivo del dafto. Es evidente, pues, que carece de sentido exigir a un
reconocimiento de posible responsabilidad los requisitos formale:s de
una previsión expropiatoria. ·.r .,. .-

Pues bien, la Disposición' transitoria que se impugna es~ a lodas
luces, una previsión de responsabilidad, que no elimina por sí misma
derecho alguno, puesto que tales derechos, o bien, han tenido ya sus
efectos, o bien, pueden continuar latentes hasta que se cumpla el nuevo
plazo, de manera que sU objeto no es otro que el daño real causado por
la Ley 14/1987 determinando el aplazamiento de la entrada en 'vigor de
ia anterior Ley IOjl987.

En reali~d, esta Disposición transitoria probablemente se ha pre­
visto para simplificar los problemas que ha suscitado la posible
exigencia de responsabilidad por actos del legislador, aunque, de no
haberlo hecho, en nada habría variado el contenido de la Ley, lo que
sería impensable si, tal como afirma el Abogado del Estado, fuese una
ley expropiatona.

Una I.Utima consideración refuerza, en fin, la ausencia del· instituto
expropiatorio en la Ley, ya que el íntegro contenido de ésta versa sobre
el aplazamiento a ténnino de la Ley 10/1987, provocando, a lo sumo,
Ia suspensión de los eventuales derechos adquiridos a su amparo, pero
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no extinguiéndolos. Por ellO! la consecuencia jurídica de esa suspensión
será la indemnización por los perjuicios ocasionados, pero no, obvia­
mente, la expropiación, Que como tal resulta imposible.

Concluye el escrito con la súplica a este Tribunal de que. dicte
Sentencia desestimando el recurso y declarando la plena constitucionali­
dad de los preceptos de la Ley objeto de mismo.

.6. Acordada por providencia de la Sección Primera del Tribunal la
prórroga en ocho días más del plazo concedido a la representación del
Parlamento de Canarias para formular alegaciones, mediante escrito
presentado en el Juzgado de Instrucción de Guardia de los de Madrid,
el día 11 de mayo de 1988 y registrado en este Tribunal el día 13
siguiente. don Ludana Rosch Nadal, Procurador de los Tribunales y del
Parlamento de Canarias, compareció y alegó, en síntesis lo siguiente:

a) Resulta inexcusable, con carácter previo. proceder al análisis de
la Disposición adicional tercera de la Ley estatal 29/1985, de 2 de agosto.
por cuanto, dada la tesis de la parte recurrente de que dicha Disposición
determina una limitación a la potestad legislativa de la CAC, que no
habria sido respetada por los preceptos de la Ley que se impugnan, es
preciso verificar si las normas que en la misma se contienen se adecuan
a la Constitución y en qué medida comportan una límitacióna la
potestad legislativa de Canarias.

Frente a-lo mantenido por el Abogado del Estado, el tinico efecto de
la norma ,del párrafo 2.° de la Disposición adicional tercera de la Ley
estatal de Aguas es el de explicitar que la declaración de cienos bienes
de dominio público hidráulico estatal se extiende a los comprendidos en
el territorio de Canarias y que la aplicación en ella de los correspondien­
tes preceptos de dicha Ley no se producirá mientras la CAC no dicte su
propia legislación en la materia. En este, sentido. la exclusión de «la
l~slación que actualmente se viene aplicandQ)~ a la que se refiere la
DIsposición adicional tercera del alcance de la Disposición derogatoria
de la misma Ley, es tan real y cierta que es lo que pennite la aplicación
de regímenes jurídicos distintos en distintas circunstancias, de manera
que la existencia de un régimen propio de Canarias (<<su propia
legislación») produce' la inaplicación del integrado por la (degislacIón
que actualmente se viene aplicando)). Pe..o la inaplicación de la
legislación -anterior ha de operarse en correlación con el derecho que
vaya generando la CAe. de manera que en las materias que ésta vaya
regulando'dejarán de aplicarse las. normas en igual matena contenidas
en la legislaCIón anterior. pues lo que pretende la Ley estatal de Aguas
en su Disposición adicional tercera, párrafo 1, es evitar, en ausencia de
derecho propio de Canarias, su propta aplicación por via de supletorie­
dad (art. 149.3 de la Constitución).

Es errónea, por tanto, la interpretación que se mantiene de que la
norma «establece solamente, una demora de su entrada en vigor», ya
que el párrafo 2 de la Disposición adicional tercera de la Ley estatal de
Aguas ninguna relación guarda con la Disposición adicional segunda de
la misma Ley, no constituyendo una norma que la excepcione. El objeto
de la norma no versa. en efecto, sobre la vigencia de la Ley o alguno de
sus pr('ceptos, refiriéndose. antes bien. al ámbito espacial de aplicación
de las normas contenidas en los articulos que definen el dominio público
hidráulico estatal y de las que supongan una ,modificación o derogación
de disposiciones del Código Civil, de cuyo ámbito queda excluido el
territorio de Canarias'en tanto, no se produzca la entrada en vigor de la
legislación propia de Canarias.

Cuando, como aquí 'sucede, el legislador estatal sujeta sus propias
leyes a condicionamientos objetivos en el ámbito-espacial de aplicación,
en modo alguno puede entenderse que esos condicionamientos normati­
vos entrañan una limitación a la pote<;tad legislativa de la CAC, razón
por la cual hay que concluir que. entre los preceptos de la. Ley de
Canarias impu$nados y la Disposición adicional tercera de la Ley estatal
de Aguas no eXiste relación normativa alguna, de forma que en ésta sólo
_se contienen nonnas que determinan cual es el derecho aplicable a
determinados bienes en Canarias y cual es el ámbito espacial de
aplicación de los artículos relacionados con la declaración de cienos
bienes de dominio público estata!. recurriéndose, en la formulación
técnica de las normas. a un dato referencial que es el del dietado de la--­
legislaóón propia de Canarias. en un caso y el de la entrada en vigor de
dicha legislación, en otro.

b)~ La representación del Estado considera que la Ley canaria
14/1987, que se. impugna dispone por el jL~gO de su artículo único con
la Disposición final la suspensión de la vigencia y aplicabilidad de los
preceptos que «definen el dominio público hidráulico estatal 6 que
suponen una modifi~ación o derogación de preceptos contenidos en el
Código Civil», pero tal afirmadón carece de la mas mínima fundamen·
taeión juridica y debe ser rechazada:

Primero, porque es tributaria de un juicio de intenciones de la
medida legislativa. es decir, del mantenimiento en Canarias de la
titulandad privada de las aguas subterráneas.

Segundo, porque no se aporta prueba comincente de-Que la Ley·
tenga. el efecto «práctico» que se le atribu""-e: Es de! todo insuficiente la
referencia al preámbulo, tanto desde el púnro ck vista de <;u contenido.
COm(l d~1 alcance normativo que se le pretente dar Y tercero-, porque la
interpretación propuesta se desvla manítit~stamente de la doctnna de

'.
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este Tribunal sobre la «interpretación confonne a la Constitución» y la
«conservación de lo~ actos nonnativos».

c) A mayor abundamiento, son rechazables los presuntos vicios de
inconsdtucionalidad de los preceptos impugnados por las siguientes
razones.

En el articulo unico de la Ley canaria 14/1987. que se impu~na es
preciso distinguir entre su proyección al futuro v su proyeccIón. al
pasado. Desde el primer punto de vista, la previsión implica la privaCión
temporal de'la eficacia de la anterior Ley canaria 10/1987 de Aguas.
Desde el segundo punto de vista. parece lmplicar una ficción de tener
a dicha Ley por no vigente el periodo de tiempo transcurrido desde el
1 de julio de 1987 y la fecha de entrada en vigor de la Ley 14/198i.

Esta doble proyección debe, asimismo, ser tenida en cuenta a efectos
de la imputación de inconstitucionalidad. La cuestión a resolver no es
si el legislador canario o, incluso. cualquier legislador está legitimado
para adoptar medidas que supongan la modificación de la disposición
sobre la entrada en vigor -sobre la vacaao [egis- de una Ley que entró
en 'vigor en cumplimiento de aquella. La cuestión es la de si ello implica
una vulneración de la competencia que la Constitución atribuye al
Estado o del principio de seguridad juridica (art. 9.3 Constitución).

Pues bien. careciendo totalmente de base 'Ia tesis del Abogado del
Estado de que el articulo único que se impugna dispone expresa o
tácitamente la suspensión, interrupción o cesación de vigencia de
preceptos estatales. hay que.concluir en la absoluta falta de fundamento
del vicio de inconstitucionalidad por invasión de la competencia estatal
que se denuncia.

Asimismo, de entrada hay que desechar cualquier objeción de
inconstitucionalidad por vulneración del principio de seguridad juridica
desde el punto de vista de la proyección al futuro del artículo único. La
privaci<?~ de eficacia de la lex ant~'.ior por la ¡ex po!!~erjor, se~ te~poral
o defimttva, no puede, por defimetón. suponer leslon del pnnClplO de
seguridad juridica. La cesión sólo podría provenir' de disposiciones. o
proposiciones prescriptivas de la {ex posterior, respecto de situaciones­
surgidas al amparo de la [ex anterior.

Quiere decirse, pues, que el motivo de la presunta inconstitucionali­
dad habría que buscarlo en su proyección al pasado. Sin embargo, a la
luz de la doctrina de la STC 4/1981 y, más concretamente. en relación
al principio de seguridad juridica, de la STC 147/1986. resulta más que
dudosa la existencia del pretendido vicio de inconstitucionalidad. Y es
que, sin perjuicio de lo que se diga más adelante, cabe señalar que
dificilmente puede admittrse que del referido artículo único en su
proyección al pasado derive una falta de «observancia y respeto)~ por
parte del legislador canario de situaciones jurídicas nacidas en aplicación
de la Ley canaria 10/1987 dentro del periodo comprendido entre el1 de
julio de 1987 y' el 20 de enero de 1988 o. incluso, de la Disposición
adicional tercera de la Ley estatal de Aguas, vulnerándose así el
principio de confianza que garantiza el arto 9.3 de la Constitución. Tal
resultado, en todo caso, habría que imputarlo a la Dtsposición final, que
sería la norma afectada por el indicado vicio de inconstitucionalidad. sin __
que esa inconstitucionalidad acarrease la del articulo único. Además,
hay que añadir que la delimitacióndel alcance del anículo único
operada por la Disposición final va referida a su proyección de pasado
y no, consecuentemente, a la de tuturo. lo que significa que la
declaración de inconstitucionalidad de ésta sólo implicaria una interpre~

~~nó~i~~~s~e a la Constitución del anículo único y no su acumula-

El problema a abordar, de acuerdo con lo expuesto, es la fijaclon del
sentido de la «retroactividad de efectos» del articule unico impugnado.

La consideración del dies a quo establecido Qone de maniúesto que
el efecto pretendido se extiende hasta el mismo dia de la promu;gación
de la tey canaria 10/1987, con lo que queda afectado el período de su
vacatio legis comprendido entre el 11 de mayo (fecha de publicación en
el «Boletín Oficial de Canarias») y el1 de julio de 1987 (fecha de entrada
en vigor), así como el que media entre la fecha de promulgación y la de
publicación. Quedan asi afectadas. desde un punto de vista positivo. los
dos elctmentos constitutivos (publicac;rm )' lranscurso de la >'..I<:allo legis)
de la.eficacia de la Ley 10/1987 Y¡jes~~\' '-l11.1 perspectiva negativa, queda
afectado el reconOCImiento nllsmo de ,;tlS ext~tenclas.

Sucede. sin embargo. que tal retroa(tivtdad es más que discutible,
por cuanto el efecto di<;ouesto se proyecta sobre una dispoSición -como
es el artículo uniLO- no prescriptiva: dado que su objeto no C'S la
innovación del ordenamiento jundicC' v teniendo en cu('nta. además,
que por defimclón una disposición r:::troa("tiva es una norma málerial a
aplicar a situaciones o relaclones jurídicas constituidas con anterioridad
a su vigencia. .

De otra parte, ~'a '>C k a"'c~':"tido de la dudo~a cohenura de la
Disposición adicional tercera dI' ¡~ Ley ,eslatal de "-guas en jo~ título~

competenciales que al Estado r~sef\'a e: ar"'::. l49.!.8.";: ':.2.:. y se ha
señ,lladc también que eí plantea.ni~:.ti) c';; :2 parte recurrem(: se apoya
en la premisa falsa de 'lU':' 12 n~"V~ '~.~!l t:n31, t'rl 'il! relució!'! con el
artículo único. tiene por efecto ia s~sp-:'!;_~:ón do:", :a vl~e:1cia de preceptos
estatales, o que, en tOd0 ,:aso, se SU~i.t:r!1 en una intef':)retacióT'. que nc
está avalada por la doctrina-dei TrihUlU) r:oI!stitud,)na1.

d) Junto al ";cic de ¡:ocflf\1,~tcn(;i.'óI. 1:1 !"ep~scT~taciór. del Estado
añad~ el de f.-audl'; :1 l":l. '-_~Y. ba~áYld')se en ll!1a int{;,?r~taciór_ '11'.1j-.
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forzada de la STC 37/1987. No obstante, tal apreciación debe se"r
desechada en un· recurso·, de ¡nconstitucionalidad cuyo objeto es el'
control abstracto de normas, es decir. el de su compatibilidad con la
Constitución y no el control _de su presunto efecto «práctico» o
resultado.

e) En relación al principio de seguridad, la argumentación de la
paI1e recurrente opera con un esquema de análisis válido, pero referido
a un supuesto de hecho distinto al del precepto impugnado.

La «nutificación» de la Que habla el Abogado del Estado es, como ya
se ha dicho, una premisa falsa, porque está formulada apriorísticamente
y, en todo caso, porque contradice abiertamente la doctrina del Tribunal
Constitucional sobre la interpretación conforme a la Constitución y la
conservación de los actos jurídicos en la resolución de los recursos de
inconstitucionalidad.

A ello cabe añadir que esa tesis de la «nulificación», como argumento
en favor de la violación del principio de seguridad jurídica, viene a
desconocer que tal circunstancia ha de tener lugar en una sucesión de
leyes en el tiempo dictadas por el mismo legislador e integrantes del
mismo ordenamiento jurídico.

Fi~:almente. cabe formular otras objeciones desde la consideración de
la jurisprudencia constitucional y de la naturaleza del recurso de
inconstitucionalidad como control abstracto de normas.

El criterio de la STC 116/1987 (fundamento jurídico sexto), conside­
rando procedente plantear la infracción de valores y principios constitu­
cionales tanto en recursos como en cuestiones de inconstitucionalidad,
debe se matizado en relación con el principio de seguridad jurídica a la
vista de la STC 147/1986 (fundamento jurídico) rechazando <<soluciones
aprioristicas o criterios de general aplicación que sirvan para fundar·una
resolución sobre el respeto del principio de la seguridad jurídic3», y
advirtiendo que cada· Caso puede- presentar facetas propias y específicas
que es preciso valorar adecuadamentc,siendo la resoludón de cuestio­
nes de inconstitucionalidad la ocasión -para la formulación de la
indicada doctrina. De ahi, la dudosa idoneidad de la alegación de
infracción del principio de'seguridad en el presente recurso de inconsti­
tucionalidad.

Pero es que, además, las dudas se acrecientan con la consideración
del supuesto que la STC 147/1986 establece como parámetro de
valoración para resolver sobre el respeto o vulneración de esa confianza
en que. se traduce la seguridad jurídica. En este sentido, es indiscutible
que condición sine qua non para resolver en un caso concreto sobre la
infracción de la seguridad jurídica es la comprobación del dato objetivo
de la (Qplicación de normas válidas y vigenteS») como presupuesto del
nacimiento de situaciones jurídicas cuya observancia y respeto garantiza
la Constitución en base al princípio de .seguridad jurídica. Operación
esta de muy dificil instrumentación en un proceso constitucional como

- el presente dirigido a resolver no sobre hechos, sino sobre la compatibili­
dad de los preceptos de la Ley autonómica impugnados con. la
Constitucíón. --.

f) El ultimo de los preceptos impugnados es la Disposición transito·
ria, afirmándose que vulnera los arts. 149.1.18.8 y 33.3 de la Consti­
tución.

La argumentación de la parte recurrente carece, sin embargo, del más
mínimo fundamento, ya que se toma. a tal fin; como presupuesto
incontrovertible una interpretación de la previsión impugnada que no
guarda. ninguna relación con lo que ha venido. a prever. No obstante, la
Disp'?sición transitoria recurrida tan sólo contiene una norma que
habtlita al Organismo competente de la c.A.C. para. reparar los
perjUIcios que pudieran resultar para los titulares de derechos eventual­
mente consolidados, a consecuencia de la medida adoptada en el
artículo unico de la misma Ley. Y para la evaluación de la indemniza­
ción, esta Disposición transitoria recurre a la técnica de la remisión a las
reglas de valoración contenidas en la Ley de Expropiación Forzosa. lo
que, lejos de ser una contravención de la Constitución, supone, por el
contrario, una acomodación al principio que informa los arts. 106.2
y 121 de la Constitución.

En. consecuencia, concluye la representación del Parlamento de
Cananas suplicando de este Tribunal resuelva declarar la inadmisibili­
dad del recurso por falta de fundamentación y, en su caso, declarar la
constitucionalidad de los preceptos impugnados, desestimando el
recurso.

7. Próximo a finalizar el plazo de los cinco meses que señala el
arto . 161.2 de la ~onstitución. tras formular las p'artes al res{)ecto las
pertmentes alegacIOnes. por Auto del Pleno del Tnbunal Constitucional
de 12 de julio de 1988, se acordó el levantamiento de la suspensión de
la Ley canaria 14/1987 objeto de la impugnación.

8. Con -fecha 27 de julio dc 1989, el Abogado del Estado en
representación del Gobierno de la Nación. formuló recurso de inco~sti­
tucionalidad contra la Ley del Parlamento de Canarias 6/1989, de 22
de mayo, «de ampliación del plazo de suspensión del término
establecido en la Ley territorial 14/ 198? de 29 de diciembre»,
lDvocando el arto 161.2 de la Constitución.

9. El recurso se fundamenta en las siguientes alegaciones:

a) El presente recurso está íntimamente vinculado con el
núm. 573/88 interpuesto cohtra 'la Ley canaria 14/1987, de 29 de
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diciembre, que modificó la Disposición final tercera de la Ley canaria
de Aguas IOjl987, demorando su entrada en vigor hasta el día 1 de julio
de 1989.

Pues bien; la Ley que ahora se recurre, publicada en el (Boletín
Oficial de canarias>t de 29 de mayo de 1989, vuelve a modificar la
Disposición final tercera de la Ley canaria 10/1987 de Aguas, dilatando
aún más su entrada en vigor (ahora al día 1 de abril de 1990),
justificándose ello -según la exposición de motivos de la Ley- en «1a
actual situación del derecho de aguas canario, la posible inconstituciona­
lidad de la Ley (canaria) 10/1987 y las acciones en curso para obtener
una modificación consensuada de su contenido».

b) Dada la identidad de supuestos, la fundamentación jurídica del
presente recurso no puede ser otra que la que ya se expuso en el referido
recurso 573/88, a la cual hay que remitirse. Añade, no obstante, el
Abogado del Estado, que el artículo unico y la Disposición final de la
Ley canaria 6/1989 que se impugna, representan un nuevo acto
objetivamente defraudatorio del párrafo 2 de la Disposición adicional
tercera de la Ley estatal de Aguas; resultado objetivamente defraudatorio
que aparece aún más plásticamente en esta ocasión que en la anterior
Ley canaria 14/1987. Y ello no sólo por la reiteración de la conducta
antijurídica del legislador canario. sino porque en el fundamento
jurídico 17 de la STC 227/1988 se afinna que «desde la entrada en vigor
de la nueva legislación autonómica (de aguas), se aplican en Canarias los
artículos de la Ley 29/1985 que definen el dominio publico estatal y
aquellos que supongan una modificación o derogación de las disposicio­
nes contenidas en el Código Civil». El empleo del presente de indicativo
-«se aplican»- invita a entender que la STC 227/1988, de 29 de
nov.iembre, presuponía que, en el momento de dictarse, estaban ya
vigentes en el archipiélago los citados preceptos de la Ley esta­
tal 29/1985.

Se suplica, en consecuencia, sea dictada Sentencia declarando incons­
tituciOOlU y nula la Ley recurrida.

Mediante otrosÍ, se solicita la suspensión de la vigencia de la Ley al
amparo del art. 161.2 de la Constitución y, de otra parte, la acumulación
del presente recurso al registrado con el numo 573/88.

10. La Seccióñ de Vacaciones de este Tribunal Constitucional, por
providencia de 10 de agosto de 1989, acordó admitir a trámite el recurso
de inconstitucionalidad y dar traslado de la demanda y documentos
presentados al Congreso de los Diputados y al Gobierno de Canarias,
por conducto de sus respectivos Presidentes, al objeto de que, en el plazo
de quince días, puedan personarse en el procedimiento y formular las
alegaciones que estimaren pertinentes. Igualmente acordó tener por
invocado el arto 161.2 de la Constitución y publicar la incoación del
recurso y la suspensión de la Ley, así como oír al Parlamento y al
Gobierno de Canarias personados en el recurso 573/88 sobre la
acumulación solicitada por el Abogado del Estado.

1L Mediante escrito registrado en este Tribunal el 8 de septiembre
de 1989, el Presidente del Senado rog6-se tuviera por·personada a la
Cámara en el procedimit:nto y por ofrecida su colaboración a los efectos
del arto 88.1 de la LOTe.

Por su parte, el 1J de septiembre siguiente, el Presidente del
Congreso de los Diputados comunicó que, por acuerdo de la Mesa del
Congreso, la .cámara no se personará en el procedimiento, ni formulará
alegaciones, poniendo, no obstante, a disposición del Tribunal las
actuaciones que pueda precisar.

12. Con fecha 19 de septiembre de 1989 fue presentado en el
Juzgado de Guardia de los de Madrid un escrito -que tuvo entrada en
este Tribunal el día 20 siguiente- por el que don Javier Varona Gómez­
Acedo, Abogado de los Servicios Jurídicos del Gobierno de Canarias, en
representación de éste, compareció en el procedimiento, oponiéndose al
recurso sobre la base dc las siguientes alegaciones:

Dado que el representante del Gobierno de la Nación no ha incluido
en su demanda más argumentaciones que las fonnuladas en su día en
e~ recurso de ¡nconstitucionalidad núm. 573/88, contra la Ley cana­
na 14/1987, se da por reproducido lo expuesto por el Gobierno de
Canarias en dicho recurso, reiterando que la cuestión debatida gira sobre
la Ley canaria 6/19~9 y no sobre las normas aplicables en la materia, ya
que tal determinaCión no corresponde a la jurisdicción constitucional,
sino a la Administración y, en su caso. a la jurisdicción contencioso­
administrativa. No corresponde, en efecto, al Tribunal Constitucional la
interpretación de la disposición aplicable en una determinada materia,
y mucho menos cuando lo que ha de dilucidarse es, como en el presente
caso, si la Disposición adic:ional tercera de la Ley estatal 25/1985, de
Aguas, al establecer que la misma n6 será de aplicación hasta tanto
la CA.C no dicte su propia legislación, se ha de interpretar en el
sentido de estar referida a la mera producción legislativa autonómica o
a la entrada en vigor de tal legislación.

En consecuencia, concluye la representación del Gobierno de Cana­
rias suplicando sea desestimado el recurso, declarando la plena constitu­
cionalidad de la Ley 6/1989. Asimismo, mediante otrosí, se manifiesta
no observar la existencia de obstáculo alguno· para que sea acordada la.
acumulación solicitada por el Abogado del Estado.

j,.,
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13. Tras obtener por providencia de la Sección Cuarta de este
Tribunal una prórroga de ocho días para fonnular alegaciones, mediante
escrito presentado en el Juzgado de Guardia de los de Madrid el 26 de
septiembre de 1989 y registrado en este Tribunal el día 27 siguiente,
fueron fonnuladas las alegaciones del Parlamento de Canarias a través
del Procurador de los Tribunales, don Luciano Rosch Nadai. Se señala
en dicho escrito que resulta innecesario fonnular alegaciones de detalle,
siendo suficiente con limitarlas a los dos siguientes puntos:

a) El Abogado del Estado da por supuesto que la Ley 6/1989
produce el mismo efecto que la Ley 14/1987, lo que constituye la causa
de la interposición del recurso, pero 10 cierto es que se trata de una tesis
aventurada cuya aceptación resulta altamente dudosa. Primero, porque
choca frontalmente con la lógica inmanente a la sucesión de nonn~s en
el tiempo, extraiia al fenómeno de una concurrencia modificativa
sobreentendida por el Abogado del Estado. Y. segundo, porque se
desconoce la relación que media entre la Ley 6/1989 Y la Ley 14/1987,
ya que la primera es una Ley «apéndice» de la segunda; es decIr, una Ley
que opera respecto de la fecha de entrada en vigor de la Ley 1011987
fijada por la Ley 14/1987, prolongando la fecha de entrada en vigor de
aquella Ley que esta última fijara en elIde julio de 1989.

b) Además, cuando la Ley 6/1989 entró en vigor el 22 de mayo de
1989 habían transcurrido varios meses desde la recuperacion de la
vigencia de la Ley 14/1987 tras el levantamiento de la suspensión
acordado por el Auto del Tribunal Constitucional de 12 de julio de 1988,
declarándose en el mismo prevalentes las razones de la excepcionalidad
de la medida de suspensión, la disponibilidad del Parlamento de
Canarias sobre los efectos de sus propias leyes y la inexistencia de
perjuicios para los intereses generales de no mantenerse la suspensión.

Pues bien, no es razonable que, en el presente recurso, se ampare
nuevamente en el arto 161.2 de la ConstitucIón. por cuanto previamente
a la aprobación y entrada en vigor de la Ley 6/1989, este Tribunal se
habia pronunciado en favor de la aplicabilIdad y vigencia de la Ley
14/1987. No es razonable y, por lo que de desautorización pudiera
significar. el acto cabría ser calificado como objetivamente defraudatorio
del criterio del Tribunal Constitucional. Todo ello empuja, igualmente,
a cuestionar si la' finalidad perseguida no es, simplemente, sino la de
bloquear la potestad legislativa de la c.A.e., incurriéndose así en un
supuesto de «arbitrariedad de lbs'póderes públicos)) y de «abuso de
Derecho», proscrito por el ordenamiento constitucional.

Concluye el escrito suplicando de este Tribunal dicte resolución
declaratoria de la inadmisibilidad del recurso plan teado.

Asimismo, mediante otrosi, se solicita que este Tribunal deje sin
efecto la declaración de suspensión de la Ley recurrida. Y en cuanto a
la acumulación, en la medida en que no se acceda a la declaración de
inadmisibilidad del recurso, no cabe oponer reparo a la acumulación.

14. Mediante providencia de la Sección Cuarta del Tribunal de 2 de .
octubre de 1989, se acordó oir al Abogado del Estado y a la representa­
ción del Gobierno de Canarias acerca del levantamiento de la suspen­
sión de la Ley recurrida solicitado por ,el Parlamento de Canarias.

Por Auto de 19 de octubre de 1989, el Pleno del Tribunal Constitu­
cional acordó, de una parte, noprocedet al levantamiento de la
suspensión de la vigencia de la Ley impugnada y, de otra, proceder a la
acumulación del presente recurso al que se tramita con.el núm. 573/88.

15. Por providencia de 12 de febrero de 1990, se señaló para
deliberación y votación del presente recurso el día 13 de marzo de 1990.

Il. Fundamentos jurídicos

1. En los presentes recursos de inconstitucionalidad acumulados
promovidos por el Presidente del Gobierno de la Nación, se impugnan
las Leyes del Parlamento de Canarias 14/1987, de 29 de diciembre, «de
modificación de la disposición final tercera de la Ley 10/1987, de 5 de
mayo, de Aguas» (en su totalidad, a excepción de su disposición
adicional) y 6/1989, de 22 de. mayo, de «ampliación del plazo de Ja
suspensión del término establecido en la Ley territorial 14/1987, de 29
de diCiembre».

La' primera de las referidas' Leyes,-'Ia Ley 14/1987,' de 29 de
diciem1:i~, en su articulo único ha venido a modificar, dando nueva
redacción' a la disposición final tercera de la Ley canaria: 10/1987, de 5
de mayo, de Aguas. Establecía dicha disposición final tercera que «la
presente Ley entrará en vigor el dia 1 de julio de 1987~), mientras que,
tras la modificación operada por la Ley que ahora se impugna. la entrada
en vigor quedó concretada en «el día 1 de julio de 1989). Esta última
fecha ha sido, no obstante, nuevamente modificada por posterior Ley
6/1989, de 22 de mayo. que en su articulo único fija como día para la
entrada en vigor,(de la Ley 10/1987, de S de mayo, de Aguas), «el día
1 de abril de 199(h~.· -

Pues bien, teniendo en cuenta que la disposición adicional tercera de
la Ley de las Cortes Generales 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas. ha
dispuesto que «esta Ley no producirá efectos derogatorios respecto de la
legislación que actualmente se aplica en el territorio de la Comunidad
Autónoma de Canarias. que subsistirá en tanto ésta no dicte su propia
I.egislación» y que «serán de aplicación, en todo caso, en dicha
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Comunidad Autónoma, a partir de la entrada en vigor de su nueva
legislación, los artículos de esta Ley que definen el dominio público
hidráulico estatal :y aquellos que supongan una modificación o deroga­
ción de las dispoSiciones contenidas en el Código Civil», considera el
Abogado del Estado que el legislador canario carece de competencia para
dictar unas leyes cuyo efecto práctico es el de suspender la vigencia de
un pre<:epto dictado por las Cortes Generales dentro de la esfera de
competencia que le asigna la Constitución. Y además -añade la
representación del Estado-, con ello se vulnera el principio de seguridad
juridica consagrado en el arto 9.3 de la Constitución.

2. Para dar respuesta adecuada a la supuesta tacha de inconstitucio­
nalidad, conviene precisar, con carácter previo, que la Ley canaria
10/1987, de 5 de mayo, de Aguas, de acuerdo con lo dispuesto en su
disposición final tercera, entró en vigor el día 1 de julio de 1987. En
efecto, es un hecho cierto, incontrovertible e irreversible que la Ley
canaria 10/1987, de 5 de mayo, de Aguas, en el momento de la entrada
en vigor de la posterior Ley canaria 14/1987, de 29 de diciembre, que
ahora se impugna, se encontraba plenamente vigente desde el l de julio
del mismo ado, como palmariamente viene a reconocerlo el propio
legislador canario al establecer en la disposición transitoria de la Ley
14/1987 que «los derechos individuales adquiridos al amparo de la Ley
Territorial lO/1987, de 5 de mayo, que se encuentren eventualmente
consolidados ante la Administración serán indemnizados en los térmi.
nos previstos en la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de
1954», dado que, es obvio, si la Ley 10/1987 no hubiera nunca entrado
en vigor, dificilmente podría haberse, eventualmente, consolidado a su
amparo derecho alguno.

Esa efectiva e indiscutible entrada en vigor de la Ley 10/1987 el día
lde julio de 1987 determinó, por tanto; que con esa misma fecha, en
el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma ·de Canarias fuesen
también aplicables, en toda su plenitud. los articulas de la Ley estatal
29/1985, de Aguas, «que definen el dominio público hidráulico o
derogación de las disposiciones contenidas en el Código Civil», así como
que se produjese la derogación de la legislación hasta entonces aplicable
en Canarias (en especial, y entre otras normas, Ley 59/1962, de 24 de
diciembre, sobre aprovechamientos de aguas y auxilios a los mismos y
Decreto 43/1965, de 14 de enero, por el que se aprobó su Reglamento,
modificado por Real Decreto 1280/1978, de 14 de abril), todo ello por

. imperativo de la disposición adicional tercera de la Ley estatal 29/1985.
No obstante, la Ley canaria 14/1987, de 29 de diciembre, con la

modificación que incorpora ha tratado de eliminar. retroactivamente,
esa efectiva vigencia de la Ley canaria lO/1987 desde elide julio del
mismo año, a través del juego combinado de las dos SIguientes
previsiones: De una parte, dando nueva redacción a la disposición final
tercera de la Ley 10/1987 (articulo único) y, de otra, atribuyendo a la
misma efecto retroactivo al día 5 de mayo de 1987 (disposición final),
fecha en que fue promulgada la referida Ley. Con ello, aparte del efecto
suspensivo de la vigencia de la Ley 10/1987 -suspensión que permane­
cería hasta elIde julio de 1989, fecha a la que se remite la entrada (en _~
realidad., «reentrada») en vigor de la Lc-y-, desde el momento mismo de
la entrada en vigor de la Ley 14/1987 se crea también la ficción jurídica
de que la Ley 10/1987 nunca entró en vigor, lo que, por conexión,
incuestionablemente pretende incidir en el propio presupuesto al que el
legislador estatal condicionó la derogación de la legislación aplicable en
Canarias en el momento de la aprobación de la Ley estatal 29/1985, de
Aguas, y la aplicabilidad en dicha Comunidad Autónoma, como ya nos
consta, de los artículos de la Ley estatal de Aguas que menciona su
propia disposición adicional tercera.

Se patentiza, así, en definitiva, frente a los alegatos de contrario que
fonnulan el Gobierno y el Parlamento de Canarias, que la Ley canaria
14/1987 impugnada trata de incorporar un efecto jurídico fundamental
que se proyectarla en la efectividad misma de la Disposición adicional
tercera de la Ley estatal de Aguas, por cuanto, una vez ya «actualizada»
dicha disposición, al haberse materializado elide julio de 1987 el
presupuesto condicionante de su aplicabilidad en la Comunidad Autó­
noma de Canarias, retroactivamente se intenta eliminar la concurrencia
de ese condicionante, con lo que, aparentemente al menos, la aplicabili­
dad de los preceptos de la Ley estatal de Aguas referidos en su
Disposición adicional 'tercera y' la propia derogación de la legislación
especial aplicable hasta entonces en Canarias quedaría en suspenso,
concretamente, hasta el I de julio de 1989. Es, por tanto, a la luz de este
efecto fundamental, como debe valorarse la tacha de inconstitucionali·
dad que se imputa a la Ley canaria impugnada.

3. Antes de pronunciarnos sobre la seiialada cuestión, es necesario,
no obstante, despejar toda duda acerca de la constitucionalidad de la
Disposición adicional tercera de la Ley estatal de Aguas, dado que la
¡nconstitucionalidad que el Abogado del Estado imputa a la Ley 14/1987
es rechazada especialmente por el Gobierno de Canarias sobre la base de
considerar inconstitucional el· párrafo segundo de dicha Disposición
adicional tercera al carecer el Estado de competencia para haberla
dietado.

La alegación no puede, sin embargo, prosperar, bastando reiterar. en
este momento, lo que ya se declaró al respecto en nuestra anterior
Sentencia 227/1988, de 29 de noviembre. En el fundamento jurídico 17
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fALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

procurar que acerca de la m;ltcria sobre la que se legisle sepan los
operadores jurídicos y los ci<ldadanos a qué atenerse, y debe huir de
provocar situaciones objetivamente confusas como la que sin duda .:;e
genera en este ·caso dado el complicadísimo juego de remisiQnesentre
nonnas que aquí se ha producido. Hay que promover y buscaJ;"la certeza
respecto a qué es Derecho y no, como en el caso ocurre, provQcarjuegos
"y relaciones entre nonnas como consecuencia de las cuales se introducen
perplejidades dificil mente salvables respecto a la previsibilidad de cuál
sea el Derecho aplicable.' cuáles las consecuencias derivadas de las
nonnas vigente.s incluso cuáles sean éstas. La vulneración de la
seguridad jurídica es patente y debe ser declarada la inconstitucionalidad
también por este motivo.

5. La inconstitucionalidad del artículo único y de la Disposición
final de la Ley canaria 14/1987 determina, asimismo, la inconstituciona­
lidad. por conexión, de la Disposición transitoria de la misma Ley, la
cual no se ha previsto sino como el complemento inexcusable del efecto
e;entral "perseguido por el lepsl~dor canario, dado que vendría a
mdemmzar. en su caso, la extmCtón de unos derechos que, coherente­
mente con la eliminación retroactiva de la vigencia de la Ley 10/1987,
no podrían existir. .

Por tanto, siendo inconstitucionales '1 nulos el artículo 1;mico y la
disposición final de la Ley 14/1987. también a su disposiciónfransitoria
debe alcanzarle la declaración de inconstitucionalidad.

6. Las razones que han conducido a apreciar la inconstitucionali­
dad del artículo único 'tIa Disposición final de la Ley 14/1987 obligan
ahora a declarar también inconstitucional el artículo único de la Ley
6/1989, de -22 de" mayo, al conllevar. exclusivamente esta disposición
normativa un efecto ampliatorio del plazo suspensivo de la vigencia y
efectiva aplicación de la Disposición adicional tercera de la Ley estatal
29/1985. de Aguas.

1. Antecedentes

de 1987. Han comparecido el Ministerio Fiscal y el Letrado del Estado.
Ha sido ponente el Magistrado don Jesús LegUlna Villa, quien expresa
el parecer de la Sala.

Ha, decidido

Estimar los recursos de inconstitucionalidd acumulados 573/88 y
1591/88. y declarar que son inconstitucionales y, por tanto, nulos. el
artículo único, la Disposición transitoria y la Disposición final de la Ley
del Parlamento de Canarias 14/1987, de 29 de diciembre, y el artículo
único de la Ley del Parlamento de Canarias 6/1989. de 22 de mayo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado.

Madrid, a Quince de marzo de" mil novecientos noventa.-Francisco
Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Llorente.-Antonio Truyol
Serra.-Fernando Garcia~Mon Gonzále2~Regueral.-Carlos·de la Vega
Benayas.-Eugenio Diaz Eimil.-JesÚs Leguina ViIla.-Luis López Gue­
rra.-José Luis de los Mozos. y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez
Bereijo.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmados y rubricados.

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal ~1 día 5 de
diciembre de 1987. el-Procurador don Juan Lu;<¡ Pérez-Mllhr y Suárez,
en nombre de la Asociación de Profesores de Religión c;l Centros
estatales, interpuso recurso de am~aro contra la Instrucción del Subse­
cretario de Educación y Ciencia de 3 de junio de 1986 po,,1a que se
prohíbe Que los Profesores de Religión de Centros públicos. estatales
puedan ser candidatos al cargo de Director de sus respectivos Centros,
y contra Sentencia de la Sala Quinta de 10 Contencioso-Administrativo
del Tribunal Supremo de 13 de octubre de 1987 por la que. en apelación,
se declara inadmisible el recurso contencioso-administrativo interpuesto

"por la demandante de amparo contra la mencionada Instrucción.

2. La demanda de amparo se funda en las siguientes alegaciones de
hechos:

El Subsecretario de Educación y Ciencia, en respuesta, según parece•.
a consultas evacuadas por algunas Direcciones Provinciales del Departa­
mento, dispuso el 13 de junio de 1986 que los Profesores de Religión en
Centros públicos estatales {(no pueden ser candidatos al cargo de'
Director por no reunir el requisito de destino definitivo, y lo que el
mismo compOrta, establecido en el arto 6 del Reglamento de los órganos
de gobierno de los Centros públicos». decisión difundida por télex a los
Directores provinciales de Educación. La Asociación hoy demandante

Sala Primera. Sentencia 47j1990,de 20 de marzo. Re­
curso de amparo 1"60911987. Asociación de Profesores
de Relil(ión de Centros estatales contra Instrucción del
Subsecretario de Educación y Ciencia de 3 de junio de 1986
por la que se prohíbe que dichos Profesores puedan ser
candidatos al cargo de Directror de sus respectivos Centros,
y contra Sentencia de la Sala Quinta del Tribunal
Supremo. Supuesta vulneración de los arts. 14, 23.2, 24 Y
27.7 CE. .

8782

de dicha Sentencia se dijo, en efecto, que «la constitucionalidad de la Le):
de Aguas, en ralación con las competencias asumidas por la Comunidad
Autónoma de Canarias no plantea problema alguno, aparte de la
demanialización de las. aguas, ya. l'ustificada, dado que la referida
Disposición adicional tercera. estab eee Que la Ley no tiene efectos
derogatorios sobre la legislación especial aplicable en el territorio de
dicha Comunidad Autónoma, a la que remite. la potestad de derogar o
modificar esa legislación especial preexistente. si bien, desde la entrada •
en vigor de la nueva legislación autonómica, se aplican en Canarias los
articulas de la Ley 29(1985 «Que definen el dominio público hidráulico
estatal y aquellos que supongan una modificación o derogación de las
disposiciones contenidas en el Código Civil».

, 4~ Descartada la inconstitucionalidad de la Disposición adicional
tercera de la Ley estatal de Aguas y constatado el cumplimiento del
presupuesto detenninante de la plena efectividad de sus previsiones en
el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Canarias, es
evidente que la posterior Ley canaria 14/1987, de 29 de diciembre, al
incidir retroactivamente en la fonna ya señalada en la Disposición
adicional tercera incurre en inconstituClonalidad.

Incurre en inconstitucionalidad porque el legislador canario,
mediante esta técnica legislativa, ha infringido el principio de sumisión
de todos los poderes públicos a la Constitución y al restO del ordena­
miento JUrídICO (art. 9.1), ha tratado de impedir la eficacia de las
disposiciones nonnativas sobre la materia y ha infringido el principio
constitucional de seguridad jurídica (art. 9.3).

La vulneración d-e la obligación de todos los poderes públicos
(incluidos naturalmente los autonómicos) de acatar la Constitución y el
resto del ordenamiento jurídico, que implica un deber de lealtad de
todos ellos en el ejercicio de sus propias competencias de modo qlie no
obstaculice el ejercicio de las ajenas, la ha efectuado el legislador canario
por la vía de pretender aplazar sine die en el tiempo (y a través de la
promulgación de sucesivas leyes de suspensión) la entrada en vigor de
u~ Ley estatal, válidamente promulgada y con. respecto a la cual este
Tnbunal, además, ha declarado su plena conformidad con nuestra Ley
fundamental.

Mediante esta censurable· actuación legislativa el Parlamento canario
ha excedido los límites de su potestad legislativa al legislar con una
pretendida fuerza nonnativa superior a la que le corresponde, ya que

_ nunca un legislador autonómico puede disponer nada acerca del ámbito
legislativo propio del legislador estatal. ni puede decir nada sobre el
momento d.e entrada en vigor de las leyes del Estado. No ha respetado,
pues, elleg¡slador-canario los límites y las relaciones entre los ordena­
mientos estatal y autonómico, y, por invadir aquél, sus leyes han
incurrido en inconstitucionalidad al pretender la inaplicación más allá
del plazo razonable previsto en la Ley estatal de Aguas, de una Ley
aprobada por las Cortes Generales con la consiguiente violación de la
voluntad del legislador estatal y vulneración de la eficacia de la potestad
legislativa del Estado (art, 66.2 C.E.).

Finalmente ha infringido también el principio de se$uridad juridica
(art. 9.3 C.E.) al generar una situación de incertidumbre Jurídica en todo
lo referente a la legislación de aguas aplicable en el territorio insular; la
exige!1cia del 9.3 relativa al principio de seguridad jurídica implica que
elleg¡slador debe perseguir la claridad y no la confusión nonnatlva; debe

la siguiente

SENTENCIA

F;n el recurso de amparo núm. 1.609/1987, promovido por la
Asociación de Profesores de Religión de Centros estatales, representada
por el Procurador don Juan Luis Pérez-Mulet y Suárez, y asistida por el
Letrado don Eduardo García de Entenia, contra Instrucción del
Subsecretario de Educación y Ciencia de ): de junio de' 1986 y contra
Sentencia de la Sala Quinta del Tribunal Supremo "de 13 de octubre

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente. Presidente; don Fernando García:"Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Le~uina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, M2.glstra.
dos, ha pronunciado
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